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[bookmark: _Hlk56271825][bookmark: _Hlk70509078]RECURSO DE REVISIÓN DEL PROCEDIMIENTO ESPECIAL SANCIONADOR.

EXPEDIENTE: TEEA-REP-012/2022.

PROMOVENTE: Partido Verde Ecologista de México.

[bookmark: _Hlk70781781][bookmark: _Hlk70783385]AUTORIDAD RESPONSABLE: Secretaría Ejecutiva del Instituto Estatal Electoral

MAGISTRADA PONENTE: Claudia Eloisa Díaz de León González. 

SECRETARIO DE ESTUDIO: Néstor Enrique Rivera López. 

SECRETARIO JURÍDICO: José Valentín Salas Zacarías.

AUXILIAR JURÍDICO: Ilse Valeria Díaz Saldívar.

Aguascalientes, Aguascalientes, a diecisiete de junio de dos mil veintidós.
[bookmark: _30j0zll]
Sentencia que confirma la resolución el Acuerdo de Radicación, Incompetencia y Remisión a la Autoridad Competente, de fecha veintisiete de mayo de dos mil veintidós, toda vez que esta autoridad jurisdiccional estima que la determinación fue conforme a la normatividad aplicable.

GLOSARIO.
	Promovente:
	C. Coral Almanza Moreno, en su calidad de representante propietaria del PVEM ante el Consejo General del IEE.

	Autoridad responsable:
	Secretario Ejecutivo del Consejo General del Instituto Estatal Electoral

	SE:
	Secretario Ejecutivo

	PVEM:
	Partido Verde Ecologista de México.

	IEE:
	Instituto Estatal Electoral.

	Tribunal Electoral:
	Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes.

	UTF:
	Unidad Técnica de Fiscalización del Instituto Nacional Electoral.



1. ANTECEDENTES.  Los hechos sucedieron en el año dos mil veintidós, salvo precisión en contrario.

1.1. Proceso Electoral. El siete de octubre de dos mil veintiuno, dio inicio el Proceso Electoral Local 2021-2022 para la renovación de la Gubernatura del Estado de Aguascalientes. 

1.2. Registro de candidaturas. El veinticinco de marzo, el Consejo General del IEE atendió las solicitudes de registro de las candidatas a la Gubernatura del Estado de Aguascalientes.

1.3. Presentación de denuncia. El veintiséis de mayo, la C. Coral Almanza Moreno, en su calidad de representante propietaria del Partido Verde Ecologista de México ante el Consejo General del IEE presentó una denuncia en contra de la C. María Teresa Jiménez Esquivel por supuestos gastos no reportados y aportaciones por ente prohibido, que a dicho de la denunciante provoca inequidad en la contienda. 

1.4. Radicación e Incompetencia y Remisión a la Autoridad Competente. El veintisiete de mayo, el Secretario Ejecutivo radicó el asunto bajo la vía del procedimiento especial sancionador, asignándole el número de expediente IEE/PES/062/2022; además, al considerar que la denuncia gira en torno a fiscalización de gastos, acordó declararse incompetente para conocer del asunto, y remitirlo a la autoridad competentes, es decir, a la UTF. 

1.5. Recurso de Revisión de PES. El treinta y uno de mayo, la promovente presentó el medio de impugnación que nos ocupa, en contra del Acuerdo de Radicación, Incompetencia y Remisión a la Autoridad Competente, de fecha veintisiete de mayo de dos mil veintidós, mediante el cual, el SE determinó la falta de competencia del IEE y remitió a la UTF, por tratar de un asunto de fiscalización, dentro del procedimiento especial sancionador identificado con el número de expediente IEE/PES/062/2022.

1.6. Informe circunstanciado. El cuatro de junio, el SE remitió a este Tribunal Electoral el informe circunstanciado, en relación al recurso de mérito, identificado bajo la clave IEE/RPES/013/2022.

1.7. Turno del expediente. En la misma fecha, mediante Acuerdo de Turno de Presidencia, se ordenó el registro del asunto en el Libro de Gobierno de Recurso de Revisión de Procedimientos Especiales Sancionadores, al que correspondió el número de expediente TEEA-REP-012/2022 y se turnó a la Ponencia de la Magistrada Claudia Eloisa Díaz de León González.

1.8. Radicación. El dieciséis de junio, se radicó el expediente en la ponencia de la Magistrada electoral precisada, y una vez verificada su debida integración, al no existir trámite alguno o diligencia pendiente por realizar, se ordenó formular proyecto de resolución y ponerlo a consideración del Pleno, según lo previsto en la fracción IV, del artículo 274 del Código Electoral.

1.9. Admisión y cierre de instrucción. En su oportunidad, la Magistrada Instructora admitió y ordenó cerrar instrucción del medio de impugnación de mérito.

2. COMPETENCIA. 
Este Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, ejerce jurisdicción y el Pleno tiene competencia para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión del Procedimiento Especial Sancionador, de conformidad con lo dispuesto en los 353, fracción II y 354 del Código Electoral del Estado.

Lo anterior, en virtud de que el promovente se duele del Acuerdo de Radicación, Incompetencia y Remisión a la Autoridad Competente, en cuanto a la incompetencia y la remisión del PES a la UTF, por considerar que la queja versa sobre temas de fiscalización. 

3. REQUISITOS. El recurso interpuesto, cumple con los requisitos previstos en los artículos 302, párrafo primero y 307, fracción II del Código Electoral, en relación con los diversos 1º, 2º, 10 y 11 dell Reglamento Interior del Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, como a continuación se expone. 

3.1 Forma. La demanda fue presentada por escrito, haciéndose constar el nombre del recurrente; se identificó el acto impugnado; se enunciaron los hechos y agravios en los que basan su inconformidad, los preceptos presuntamente violados, así como el nombre y firma autógrafa de quien promueve.

4. OPORTUNIDAD.  Este requisito se encuentra satisfecho, ello ya que el Recurso de Revisión fue promovido dentro del plazo de cuatro días contados a partir del día siguiente a aquél en que se tenga conocimiento del acto o resolución impugnada.

Cabe precisar, que de los autos, se desprende que el Acuerdo de Radicación, Incompetencia y Remisión a la Autoridad Competente, le fue notificado el día veintiocho de mayo de dos mil veintidós y el medio de impugnación de mérito se presentó treinta y uno del mismo mes y año.

En este sentido, se tiene a la recurrente por satisfaciendo dicho elemento.

5. LEGITIMACIÓN Y PERSONERÍA. El medio de impugnación fue promovido por la C. Coral Almanza Moreno, representante del PVEM, personería que es reconocida por la autoridad responsable.

6. INTERÉS JURÍDICO.  Se satisface este requisito, porque la promovente controvierte el acuerdo de fecha veintisiete de mayo, mediante el cual el SE, determinó la incompetencia y remisión del PES a la UTF, por considerar que la queja radica en temas de fiscalización, y de acuerdo con el reglamento de fiscalización del INE, y la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, así como el Código Electoral, es competencia exclusiva del INE.

7. DEFINITIVIDAD.  También se cumple este requisito, porque la ley electoral no prevé el agotamiento de alguna instancia previa al recurso de revisión del procedimiento especial sancionador, que pueda revocar, anular, modificar o confirmar, el acuerdo que ahora se controvierte.

8. TERCEROS INTERESADOS. De las constancias que obran en autos, no se advierte comparecencia de tercero interesado alguno.

9. FIJACIÓN DEL ACTO COMBATIDO Y AGRAVIOS.  En cuanto a los agravios de quien promueve, y a fin de señalar de manera general los argumentos que hace valer, se hace una síntesis de los mismos, sin que ello constituya una transgresión a los principios de congruencia y exhaustividad, pues tales principios se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate derivados de la demanda o del escrito de expresión de agravios, se estudian y se les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis.

Es importante retomar lo que ha determinado la Sala de la SCJN en cuanto a la transcripción de los mismos, jurisprudencia número 2ª./J.58/2010, de rubro: CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN[footnoteRef:1].  [1: Jurisprudencia 2a./J. 58/2010. CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. Consultable en la URL:
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Clase=DetalleTesisBL&ID=164618&Semanario=0] 


Cabe señalar, que de conformidad con la jurisprudencia 3/2000, de rubro: “AGRAVIOS. PARA TENERLOS POR DEBIDAMENTE CONFIGURADOS ES SUFICIENTE CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR[footnoteRef:2]” así como la diversa de rubro: “DEMANDA. ESTUDIO INTEGRAL PARA DESENTRAÑAR LA CAUSA DE PEDIR[footnoteRef:3]”, todos los razonamientos y expresiones que aparezcan en la demanda, constituyen un principio de agravio, con independencia de su presentación, formulación o construcción lógica, ya sea como silogismo o mediante cualquier fórmula deductiva o inductiva, por lo que basta que la actora exprese con claridad la causa de pedir, precisando la lesión o agravio que le causa la resolución impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que, con base en ello se pueda advertir de manera plena lo realmente planteado. [2:  Visible a fojas 117 a 118, del Volumen 1, de la citada Compilación de Jurisprudencia y Tesis en la Materia.]  [3:  Consultable en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo XXXIII, abril de 2011, página 1299.
] 


9.1. Pretensión de la promovente. Cabe precisar que, del análisis del medio de impugnación, se advierte que no existe precisión en cuanto a la pretensión de la promovente, por lo que, de conformidad con las tesis jurisprudenciales, se hará un estudio integral para desentrañar la causa de pedir de la actora. 

En ese entendimiento, tenemos que se duele del Acuerdo de Radicación, Incompetencia y Remisión a la Autoridad Competente, emitido por el SE, dentro del expediente IEE/PES/062/2022. 

A saber, la promovente presentó queja en contra de la entonces Candidata de la Coalición “Va por Aguascalientes”, en donde denunció la presunta omisión de reportar gastos y de recibir ingresos de un ente prohibido. 

Al radicar, la autoridad instructora por conducto del SE, se declaró incompetente para conocer del acto denunciado, por tratarse de una supuesta conducta que recae en temas de fiscalización, por lo que determinó en el mismo acuerdo, remitir a la UTF, por ser la autoridad legalmente competente. 

Sin embargo, la promovente, considera que el referido acuerdo, debe ser revisado en cuanto a su legalidad, por este Tribunal, toda vez que, en su razonamiento, pretende señalar que la finalidad de su queja son los actos de campaña de la candidata denunciada, y una supuesta inequidad en la contienda. 

Considerando así, que los actos de campaña y la participación de trabajadores del sector privado en la difusión de propaganda de la candidata María Teresa Jiménez Esquivel, se encuentra fuera de las normas, considerando que tal acción genera una erogación no reportada en sus gastos de campaña, así como el ingreso económico por parte de un ente prohibido. 

De tal suerte, al analizar el escrito de la promovente, se deduce que la pretensión de la actora es la revocación del acuerdo controvertido, por considerar que la denuncia presentada no radica en tema de fiscalización, sino de actos de campaña y de inequidad en la contienda. 

9.2. Cuestión jurídica a resolver.   En consecuencia, esta entidad de justicia electoral, estima que la cuestión jurídica a resolver en el presente medio de impugnación, consiste en determinar si la autoridad responsable determinó correctamente la remisión del Acuerdo de Radicación, Incompetencia y Remisión a la Autoridad Competente, a la UTF. 

10.  ESTUDIO DE FONDO.
[bookmark: _ftnref1]10.1. Marco normativo.  El artículo 41, Base I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone que los partidos políticos son entidades de interés público que tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de la representación nacional y hacer posible el acceso de los ciudadanos al ejercicio del poder público[1].
Por su parte, la Base II del citado precepto constitucional establece las bases y directrices en materia de financiamiento y fiscalización de los recursos de los partidos políticos.
Específicamente, prevé como prerrogativa de los partidos políticos, el acceso a financiamiento público, el cual debe prevalecer sobre el privado, y ser destinado necesariamente para el sostenimiento de las siguientes actividades:
     Ordinarias permanentes;
     Las tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales y;
     De carácter específico.
De igual forma, el texto constitucional dispone una reserva de ley, en el sentido que, en la legislación secundaria es donde se regula, de forma específica, el acceso al financiamiento y su fiscalización.
En efecto, el Poder Revisor de la Constitución y el legislador ordinario, se han ocupado en las últimas reformas político-electorales (1990, 1996, 2007-2008 y 2014) del tema de la fiscalización de los recursos de los partidos políticos, en tanto condición necesaria para el adecuado funcionamiento de la democracia. 
Entre los propósitos perseguidos por el legislador, encontramos la necesidad de propiciar condiciones de equidad entre los participantes en los procesos electorales; transparentar y conseguir la rendición de cuentas del empleo de los recursos frente a la ciudadanía, puesto que, es de interés general, conocer el origen, monto y destino del financiamiento que manejan los partidos políticos.
Así, las normas en materia de fiscalización, tienen como propósito evitar que el dinero provenga de fuentes no permitidas o que existan recursos de procedencia ilícita y que el financiamiento que reciben los partidos políticos sea desviado para fines no partidistas.
En efecto, conforme a las disposiciones constitucionales y legales, se advierte que el financiamiento de los partidos políticos se debe destinar exclusiva e invariablemente al cumplimiento de los propósitos, fines y obligaciones señaladas en la Constitución y en las leyes. 
Lo anterior se corrobora con lo previsto en el artículo 190, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, que dispone que la fiscalización de los recursos ejercidos en campañas electorales correrá a cargo del Consejo General del INE, a través de su Comisión de Fiscalización. 
De tal manera, existe un deber normativo relativo a que los partidos políticos están obligados a utilizar sus prerrogativas y aplicar el financiamiento que reciben (público y privado), exclusivamente para los fines por los que les fueron entregados, e informar y reportar cada erogación a la UTF. 
Esto es así, sobre todo, por el carácter de interés público que tienen los partidos políticos, por lo que, el otorgamiento, uso y fiscalización de recursos públicos, se encuentra limitado en cuanto al destino de los mismos, pues su empleo sólo puede corresponder a los fines señalados y definidos por la ley, es decir, las erogaciones respectivas tienen que estar relacionadas particularmente con sus fines y actividades, sin que puedan resultar ajenas o diversas a su carácter de entidades de interés público, por lo que, ciertamente, la autoridad electoral tiene el deber de velar, vigilar y controlar el adecuado destino de dichos recursos públicos, atendiendo a los principios que rigen la materia electoral.
Al respecto resulta aplicable la tesis V/2004 de esta Sala Superior de rubro: COMISIÓN DE FISCALIZACIÓN DE LOS RECURSOS DE LOS PARTIDOS Y AGRUPACIONES POLÍTICAS. OFICIOSAMENTE PUEDE INICIAR Y SUSTANCIAR EL PROCEDIMIENTO PARA CONOCER DE LAS IRREGULARIDADES EN MATERIA DE ORIGEN Y APLICACIÓN DE LOS RECURSOS DERIVADOS DEL FINANCIAMIENTO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. 
Ahora bien, con el propósito de verificar el cumplimiento de las obligaciones en materia de fiscalización el Instituto Nacional Electoral tiene la atribución exclusiva de llevar a cabo la práctica de auditorías, verificaciones e instrumentación de procedimientos administrativos con la finalidad de indagar y conocer el origen, uso y destino de los recursos públicos, ordinarios y de campaña.
10.2. CASO CONCRETO. En el escrito presentado por la actora, tal como fue precisado en el apartado de la pretensión de la promovente, se pretende confrontar el Acuerdo de Radicación, Incompetencia y Remisión a la Autoridad Competente, de fecha veintisiete de mayo de dos mil veintidós, con la finalidad de dejarlo sin efectos, y entonces, su denuncia primigenia siga la suerte de un procedimiento especial sancionador por presuntas irregularidades en actos de campaña. 

Lo anterior, porque de acuerdo a la promovente, la autoridad instructora indebidamente remitió la queja a la UTF al considerar que la denuncia radica en temas de fiscalización. 

La actora, señala que contrario a lo determinado por la autoridad responsable, la queja que dio origen, deriva de la contravención a las normas que regulan los actos de campaña. 

Para mayor claridad, de la denuncia que dio origen al IEE/PES/062/2022, se precisa que la denunciante señala que la entonces candidata María Teresa Jiménez Esquivel, por la coalición “Va por Aguascalientes”, incurrió en no reportar gastos de campaña; recibir aportaciones de entes prohibidos; y que, por tales circunstancias, afectó la equidad en la contienda. 

En ese sentido, de la lectura de su denuncia, se observa que la quejosa, señala que durante la campaña electoral, la candidata denunciada, llevó a cabo eventos de los cuales no se evidencía reporte de gastos; erogaciones de sueldos de las personas participantes; costo de alquiler de mobiliario; gastos operativos como traslados y gasolina; así como gastos en playeras, trípticos y otros, utilizados durante una reunión que sostuvo la candidata con trabajadores de industrias privadas. 

De esta manera, es posible advertir que, en la denuncia, no se precisa en que manera el acto o evento denunciado transgrede las reglas aplicables a los actos de campaña, sino que es evidente que se encamina a señalar que, de dicho evento, a su juicio, no se reportaron los gastos generados. 

Por lo que se advierte que los hechos denunciados son encaminados a gastos, erogaciones y beneficios económicos, presuntamente no reportados ante la UTF. 

Ante tal situación, la Secretaría Ejecutiva, al radicar el expediente, con fundamento en el artículo 72, párrafo 1, fracción IV, del Reglamento de Quejas y Denuncias del IEE, advirtió que la queja gira en torno a temas de fiscalización, considerando entones, que escapa de la competencia de las atribuciones del OPLE, fundamentanto su remisión en el mismo acto a la UTF. 

Al respecto, en cuanto al financiamiento y fiscalización de los recursos al alcance de los partidos y candidaturas durante un proceso electoral, es el INE quien tiene la facultad de revisar el origen, monto, destino y aplicación de tales recursos, para comprobar que sean utilizados de manera correcta y conforme a lo establecido por la normatividad. 

De esta manera, con el propósito de conocer el origen y destino de los recursos, los partidos políticos tienen el deber de rendir informes relativos a los ingresos y egresos por actividades ordinarias permanentes, actividades de precampaña y de campaña y actividades específicas. 
Específicamente, en la rendición de los informes, en el apartado de egresos, el artículo 127, párrafo 1, del Reglamento de Fiscalización vigente al momento de los hechos, establece como deber de los partidos políticos, que dichos egresos se debían registrar contablemente y estar soportados en la documentación original que se expida a nombre del partido político, por la persona a quien se efectuó el pago respectivo.
El propósito de las disposiciones legales y reglamentarias citadas es que la autoridad administrativa electoral tenga el conocimiento suficiente para el debido control contable de las operaciones de los partidos políticos, es decir, los ingresos y egresos reportados deben acreditarse en los términos y con la documentación específicamente establecida en la normativa de fiscalización aplicable.     
En el entendido que, la función fiscalizadora de la vigilancia en la aplicación de los recursos públicos correspondiente al INE por conducto de la UTF, se realiza mediante actividades preventivas, normativas, de vigilancia, de control operativo y, en última instancia, de investigación.
Es así, porque sus principales objetivos son los de asegurar la transparencia, equidad y legalidad en la actuación de los partidos políticos para la realización de sus fines, sobre la premisa que los partidos y sus candidaturas tienen la obligación de aplicar el financiamiento de que dispongan, exclusivamente para los fines que les hayan sido entregados; además de contribuir a la eficacia, economía y eficiencia del gasto e ingresos; de sujetar los gastos a los principios de legalidad, honestidad, racionalidad, austeridad, transparencia, control y rendición de cuentas.
De esta manera, contrario a lo que pretende la promovente, en su escrito de queja no se advierten elementos tendentes a denunciar un acto de campaña que tuviere elementos contraventorios de la normativa atinente, pues, aunque refiere eventos, lo hace con el propósito de evidenciar la supuesta falta de reporte de gastos, por lo que no es dable aseverar que lo que denuncia es una infracción atendible mediante un PES. 

Por tanto, de conformidad con los artículos 41 de la CPEUM; 199, numeral 1, incisos c), k) y o) de la LGIPE; artículo 2, numeral 1 del Reglamento de Fiscalización del INE, se advierte que tal la determinación de incompetencia y remisión a la UTF, realizada por la Secretaría Ejecutiva, es correcto, y por tanto, no le asiste la razón a la promovente. 

Lo anterior, porque como ya se razonó, el INE a través de la UTF es la autoridad competente en cuanto a la fiscalización de los ingresos y egresos de los partidos políticos y sus candidaturas, y además, en sus facultades se encuentra prevista la de vigilancia y revisión del origen de los recursos.

Por lo anterior, este Tribunal determina confirmar el Acuerdo de Radicación, Incompetencia y Remisión a la Autoridad Competente, de fecha veintisiete de mayo de dos mil veintidós. 

11. RESOLUTIVOS.

ÚNICO. Se confirma Acuerdo de Radicación, Incompetencia y Remisión a la Autoridad Competente, de fecha veintisiete de mayo de dos mil veintidós, identificado con la clave IEE/SE/1747/2022. 

Notifíquese.  Así lo resolvió el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, por unanimidad de votos de las Magistradas y Magistrado que lo integran, ante el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.
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